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Artavia Murillo y otros vs. Costa Rica
 

El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las afectaciones 
generadas a un grupo de personas a partir de la prohibición general de practicar 
la Fecundación in vitro.

Hechos
Los hechos del presente caso se relacionan con la aprobación del  Decreto 
Ejecutivo No. 24029-S de 3 de febrero de 1995, emitido por el  Ministerio de 
Salud, el cual autorizaba la práctica de la fecundación in vitro  (FIV) para parejas 
conyugales y regulaba su ejecución. La FIV fue practicada en  Costa Rica entre 
1995 y 2000.

El  7 de abril de 1995 se presentó una acción de inconstitucionalidad contra dicho  
Decreto Ejecutivo, utilizando diversos alegatos sobre violación del derecho a la  
vida. El 15 de marzo de 2000, la Sala Constitucional de la Corte Suprema anuló  
por inconstitucional el Decreto Ejecutivo.

Nueve parejas presentaron una petición a la CIDH debido a esta situación. En  
todas las personas se evidenció: i) las causas de infertilidad de cada pareja;  ii) 
los tratamientos a los cuales recurrieron para combatir dicha condición;  iii) las 
razones por las cuales acudieron a la FIV; iv) los casos en que se  interrumpió 
el tratamiento para realizar la FIV debido a la sentencia de la Sala  Cuarta, y 
v) los casos en que las parejas debieron viajar al exterior para  realizarse dicho 
procedimiento.

I. Fondo
I. Derechos a la vida privada y familiar y el  derecho a la integridad personal en 
relación con la autonomía personal, la  salud sexual y reproductiva, el derecho a 
gozar de los beneficios del progreso  científico y tecnológico y el principio de no 
discriminación
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I.I.. Alcance de los derechos a la integridad  personal, libertad personal y vida 
privada y familiar en el presente caso

142.  El artículo 11 de la Convención Americana requiere la protección estatal de 
los  individuos frente a las acciones arbitrarias de las instituciones estatales que  
afectan la vida privada y familiar. Prohíbe toda injerencia arbitraria o  abusiva 
en la vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de la  misma 
como la vida privada de sus familias. En ese sentido, la Corte ha  sostenido 
que el ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e  inmune a 
las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de  terceros o de 
la autoridad pública. Además, esta Corte ha interpretado en forma  amplia el 
artículo 7 de la Convención Americana al señalar que éste incluye un  concepto 
de libertad en un sentido extenso como la capacidad de hacer y no  hacer todo lo 
que esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el  derecho de toda 
persona de organizar, con arreglo a la ley, su vida individual  y social conforme 
a sus propias opciones y convicciones. La libertad, definida  así, es un derecho 
humano básico, propio de los atributos de la persona, que se  proyecta en toda la 
Convención Americana. Asimismo, la Corte ha resaltado el  concepto de libertad 
y la posibilidad de todo ser humano de auto-determinarse y  escoger libremente 
las opciones y circunstancias que le dan sentido a su  existencia, conforme a sus 
propias opciones y convicciones.

143.  El ámbito de protección del derecho a la vida privada ha sido interpretado 
en  términos amplios por los tribunales internacionales de derechos humanos, al  
señalar que éste va más allá del derecho a la privacidad. La protección a la  vida 
privada abarca una serie de factores relacionados con la dignidad del  individuo, 
incluyendo, por ejemplo, la capacidad para desarrollar la propia  personalidad 
y aspiraciones, determinar su propia identidad y definir sus  propias relaciones 
personales. El concepto de vida privada engloba aspectos de  la identidad física 
y social, incluyendo el derecho a la autonomía personal,  desarrollo personal y 
el derecho a establecer y desarrollar relaciones con  otros seres humanos y con 
el mundo exterior. La efectividad del ejercicio del  derecho a la vida privada es 
decisiva para la posibilidad de ejercer la  autonomía personal sobre el futuro 
curso de eventos relevantes para la calidad  de vida de la persona. La vida privada 
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incluye la forma en que el individuo se  ve a sí mismo y cómo decide proyectarse 
hacia los demás, y es una condición  indispensable para el libre desarrollo de 
la personalidad. Además, la Corte ha  señalado que la maternidad forma parte 
esencial del libre desarrollo de la  personalidad de las mujeres. Teniendo en 
cuenta todo lo anterior, la Corte  considera que la decisión de ser o no madre 
o padre es parte del derecho a la  vida privada e incluye, en el presente caso, la 
decisión de ser madre o padre  en el sentido genético o biológico.

144.  La Corte considera que el presente caso trata de una combinación particular 
de  diferentes aspectos de la vida privada, que se relacionan con el derecho a  
fundar una familia, el derecho a la integridad física y mental, y  específicamente 
los derechos reproductivos de las personas.

172.  Hasta el momento la jurisprudencia de la Corte no se ha pronunciado sobre 
las  controversias que suscita el presente caso en lo que respecta al derecho a la  
vida. En casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y  muertes 
imputables a la falta de adopción de medidas por parte de los Estados,  la Corte ha 
señalado que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental,  cuyo goce 
pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás  derechos humanos. 
En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la  Convención, los 
Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las  condiciones que 
se requieran para que no se produzcan violaciones de ese  derecho. Asimismo, 
la Corte ha señalado que el derecho a la vida presupone que  ninguna persona 
sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa) y  que los Estados 
adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar  el derecho a la 
vida (obligación positiva) de todos quienes se encuentren bajo  su jurisdicción. 
Ello incluye adoptar las medidas necesarias para crear un  marco normativo 
adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida y  salvaguardar el 
derecho a que no se impida el acceso a las condiciones que  garanticen una vida 
digna.
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a) Interpretación conforme al sentido corriente de  los términos

176.  En el presente caso, la Corte observa que el concepto de “persona” es  un 
término jurídico que se analiza en muchos de los sistemas jurídicos internos  de 
los Estados Parte. Sin embargo, para efectos de la interpretación del  artículo 
4.1, la definición de persona está anclada a las menciones que se  hacen en el 
tratado respecto a la “concepción” y al “ser  humano”, términos cuyo alcance 
debe valorarse a partir de la literatura  científica.

179.  El Tribunal hace notar que la prueba en el expediente evidencia cómo la FIV  
transformó la discusión sobre cómo se entendía el fenómeno de “la concepción”.  
En efectola FIV refleja que puede pasar un tiempo entre la unión del óvulo y el  
espermatozoide, y la implantación. Por tal razón, la definición de “concepción”  
que tenían los redactores de la Convención Americana ha cambiado. Antes de la  
FIV no se contemplaba científicamente la posibilidad de realizar  fertilizaciones 
fuera del cuerpo de la mujer.

b) Interpretación sistemática e histórica

244.  La Corte concluye que la Sala Constitucional se basó en el artículo 4 de 
la  Convención Americana, el artículo 3 de la Declaración Universal, el artículo 
6  del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre  
los Derechos del Niño y la Declaración de los Derechos del Niño de 1959. 
No  obstante, de ninguno de estos artículos o tratados es posible sustentar que 
el  embrión pueda ser considerado persona en los términos del artículo 4 de la  
Convención. Tampoco es posible desprender dicha conclusión de los trabajos  
preparatorios o de una interpretación sistemática de los derechos consagrados  
en la Convención Americana o en la Declaración Americana.c) Interpretación 
evolutiva

246.  En el presente caso, la interpretación evolutiva es de especial relevancia,  
teniendo en cuenta que la FIV es un procedimiento que no existía al momento 
en  el que los redactores de la Convención adoptaron el contenido del artículo 4.1  
de la Convención (…). Por tanto, la Corte analizará dos temas en el marco de la  
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interpretación evolutiva: i) los desarrollos pertinentes en el derecho  internacional 
y comparado respecto al status legal del embrión, y ii) las  regulaciones y prácticas 
del derecho comparado en relación con la FIV.

- El estatus legal del embrión

253.  (..) [L]a Corte observa que las tendencias de regulación en el derecho  
internacional no llevan a la conclusión que el embrión sea tratado de manera  
igual a una persona o que tenga un derecho a la vida.

II. Reparaciones
- La Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas 
constituye per se una forma de reparación. 

- El Estado debe adoptar, con la mayor celeridad posible, las medidas apropiadas 
para que quede sin efecto la prohibición de practicar la FIV y para que las personas 
que deseen hacer uso de dicha técnica de reproducción asistida puedan hacerlo 
sin encontrar impedimentos al ejercicio de los derechos que fueron encontrados 
vulnerados en la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. El Estado debera informar en seis meses sobre las medidas adoptadas al 
respecto. 

- El Estado debe regular, a la brevedad, los aspectos que considere necesarios 
para la implementación de la FIV, teniendo en cuenta los principios establecidos 
en la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, y 
debe establecer sistemas de inspección y control de calidad de las instituciones 
o profesionales calificados que desarrollen este tipo de técnica de reproducción 
asistida. El Estado deberá informar anualmente sobre la puesta en vigencia 
gradual de estos sistemas.

- El Estado debe incluir la disponibilidad de la FIV dentro de sus programas 
y tratamientos de infertilidad en su atención de salud, de conformidad con el 
deber de garantía respecto al principio de no discriminación. El Estado deberá 



220 DERECHO GLOBAL. ESTUDIOS SOBRE DERECHO Y JUSTICIA

informar cada seis meses sobre las medidas adoptadas para poner gradualmente 
estos servicios a disposición de quienes lo requieran y de los planes diseñados 
para este efecto.

- El Estado debe brindar a las víctimas atención psicológica gratuita y de forma 
inmediata, hasta por cuatro años, a través de sus instituciones estatales de salud 
especializadas. 

- El Estado debe realizar las publicaciones indicadas en el párrafo 329 de la 
Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, en el 
plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la misma.

- El Estado debe implementar programas y cursos permanentes de educación y 
capacitación en derechos humanos, derechos reproductivos y no discriminación, 
dirigidos a funcionarios judiciales de todas las áreas y escalafones de la rama 
judicial.

- El Estado debe pagar las cantidades fijadas en los párrafos 355 y 363 de la 
Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, por 
concepto de indemnizaciones por daños materiales e inmateriales, y por el 
reintegro de costas y gastos.

- El Estado debe, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de 
la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, rendir 
al Tribunal un informe general sobre las medidas adoptadas para cumplir con la 
misma.

- La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de la Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, en ejercicio de sus atribuciones y 
en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado 
haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma.


